
Considerando que como ya se ha Indicado, los Estatutos no 
Incluyen en la lista de facultades de los Administradores —por 
otro lado simplemente enumerativa— la de prestar garantías 
en favor de terceros y la de da<r dinero a préstamo oon o sin 
interés, lo que nos lleva a la espinosa cuestión de si tales 
actos pueden ser prestados para asuntos pertenecientes al giro 
o tráfioo de la Empresa, y encontrarse por tanto dentro de las 
facultades que el articulo 70-2.” de la Ley confiere a los Admi­
nistradores oon oarácter ¿imitable frente a terceros, norma que 
el propio articulo 13 de los Estatutos Sociales ha recogido en su 
contenido, y que —de entender incluidos tales actos— permitiría 
a los Administradores otorgar el poder en los términos em que 
aparece en la escritura calificada;

Considerando que oómo ya declaró la Resolución de 2 de oo- 
tubre de 1931, si La calificación registra! aparece facilitada en 
los casos en que los actos realizados por los Administradores 
están claramente incluidos dentro del giro y tráfico de la Em­
presa, la cuestión ofrece por el contrario seríais dificultades si 
se trata de aquellos actos en donde normalmente no es factible 
establecer a priori, si constituyen o no un instrumento Idóneo 
para el cumplimiento de la activiad por la que se alcanza 
el objeto social, y tras señalar la mencionada Resolución una 
serie de criterios que pueden ser tenidos en cuenta por el Re­
gistrador, concluye afirmando, que tras ponderar todos los fac­
tores, y salvo que el acto sea claramente contrario al objeto 
social, habrá en principio de considerarse él acto permitido y 
procederse a su inscripción-.

Considerando que a la vista de lo expuesto y a que como 
Igualmente indicó la Resolución de 2 de octubre de 1981, no -.s ía 
ciase de acto en si mismo lo que ha de tenerse en cuenta, 
para saberse si está o no comprendido dicho acto dentro del 
ámbito del giro o tráfico de la Empresa, no cabe por eso re­
chazar la inscripción en el Registro Mercantil de un poder oue 
en principio autoriza a realizar una serie de actos que podría 
verificar por ti el órgano administrativo poderdante, si ooin 
ellos se alcanzara la finalidad del obieto social, y que de Idén­
tica manera habrá de poder lograrse a través del correspon­
diente apoderado.

Esta Dirección General ha acordado revocar el acuerdo y 
la nota del Registrador.

Lo que, con devolución del expediente original, le comunico 
a V S. para su conocimiento, el del recurrente y efectos.

Madrid, 11 de febrero de 1983.—El Director general, Fran­
cisco Mata Pallarás.
Sr. Registrador Mercantil de Valencia.

MINISTERIO DE DEFENSA
7029 ORDEN 111/00181/1983, de 20 de enero, por la 

que se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 25 de sep­
tiembre de 1982, en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don Modesto Aguirrega- 
viría Benito, Cabo de Aviación, retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Modesto Agutrre- 
gaviria Benito, quien postula por si mismo y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra acuerdo del Consejo 
Supremo de Justicia Militar de 3 de junio de 1981, se ha dic­
tado sentencia con fecha 25 de septiembre de 1982, cuya parte 
dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso interpues­
to por don Modesto Aguirregaviría Benito contra acuerdo del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de tres de junio de mil 
novecientos ochenta y uno, sobre haber pasivo de retiro dima­
nante del Decreto-Ley seis/mil novecientos setenta y ocho, de­
bemos anular y anulamos el referido acuerdo como discon­
forme a derecho y en su lugar declaramos e] derecho del 
recurrente a que se le efectúe nuevo señalamiento de pensión 
de retiro con porcentaje del noventa por ciento sobre la base 
correspondiente, con efecto de uno de abril de mil novecientos 
setenta y ocho, y sin especial condena en costas.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con io establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me 
confiere el articulo 3.” de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 51/1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo 'que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 20 de enero de 1083.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal v Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.
Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo

de Justicia Militar.

7030 ORDEN 111/00182/1983, de 20 de enero, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 17 de 

septiembre de 1982, en el recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por don Antonio Buigues 
Lurqui, Marinero Fogonero de la Armada, reti­
rado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partee, de una, como demandante, don Antonio Buigues 
Lurqui, quien postula por si mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representad? y defendida por 
el Abogado del Estado, contra acuerdos del Conseco Supremo 
de Justicia Militar de 2 de abril y 20 de junio .de 1901, se ha 
dictado sentencia con fecha 17 de septiembre de 1982, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«F'allamos: Que estimando el recurso interpuesto por don An­
tonio Buigues Lurqui contra acuerdos del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de dos de abril y veintiséis de lunio de mil 
novecientos ochenta y uno, sobre haber pasivo de retiro dima­
nante del Decreto-Ley seis/mli novecientos setenta y ocho, de­
bemos anular y anulamos los referidos acuerdos, como discon­
formes a derecho y en su lugar declaramos el derecho del 
recurrente a que se le efectúe nuevo señalamiento ae pensión 
de retiro con porcentaje del noventa por ciento sobre la base 
correspondiente,. con especial condena en costas a la Admi­
nistración.

Asi por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e Insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad can lo establecido en 1a Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.” de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982. de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 20 de enero de 1983.—P. D., al Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

7031 ORDEN 111/00183/1983, de 20 de enero, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 20 d 
octubre de 1982, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Manuel Rivela Martí­

nez, Carabinero retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta d«l Tribunal S upremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Manual Rivela 
Martínez, quien postula por si mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo 

de Justicia Militar de 8 de abril y 24 de septiembre de 1981, 
se ha dictado sentencia con fecha 20 de octubre de 1982, cuya 
parte dispositiva es como sigue-,

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don Ma­
nuel Rivela Martínez contra acuerdos del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de ocho de abril y veinticuatro de septiembre 
de mil novecientos ochenta y uno, sobre habér pasivo de re­
tiro dimanante de] Decreto-Ley seis/mil novecientos setenta 
y ocho, debemos anular ' anulamos los referidos acuerdos 
como disconformes a derecho y en su lugar declaramos el de­
recho del recurrente a que se le efectúe nuevo señalamiento 
de pensión de retiro con porcentaje del noventa por ciento sobre 
la base correspondiente, con especial condena en costas a la 
Administración.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo 
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva" lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad can lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Adinimstrativa de 27 
de diciembre de 1950 y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.” de la Orden da’ Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo eme comunico a V. F
Dios guarde a V. E. nuchos años.
Madrid, 20 de enero de 1983.—P. D., el Secretarlo general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente general Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.


